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[bookmark: _GoBack]Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a tres de abril de dos mil veinticuatro.   
VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 00520/INFOEM/IP/RR/2024, interpuesto por el C. XXXXXXXXXXXXXXXXX XXXXXXXX, en lo sucesivo El Recurrente, en contra de la respuesta del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, en lo sucesivo El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución. 

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O
PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha cinco de diciembre de dos mil veintitrés, El Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00299/TRIJAEM/IP/2023, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:
“Recientemente, el Tribunal de Justicia Administrativa ha manifestado que le han otorgado diversos REVOE. Respecto de ello, deseo me proporcione copia de éstos (REVOE) así como de los documentos, oficios y acreditación que fue entregada para que les otorgaran éstos” (Sic) 
Modalidad de entrega: A través del SAIMEX. 

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
En el expediente electrónico SAIMEX, se aprecia que el dieciséis de enero de dos mil veinticuatro, El Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información en los siguientes términos: 
“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:
SE PROPORCIONA RESPUESTA MEDIANTE ARCHIVO ADJUNTO” (Sic)
Adicionalmente, El Sujeto Obligado adjuntó los documentos electrónicos “solicitud 0029900193920240116173544.pdf” y “ACUERDO DE RESPUESTA SOL 299.pdf” cuyo contenido será materia de estudio en el considerando respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por El Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso recurso de revisión, en fecha cinco de febrero de dos mil veinticuatro, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente 00520/INFOEM/IP/RR/2024, en el cual arguye las siguientes manifestaciones: 
Acto Impugnado:
“La respuesta a la solicitud de información 00299/TRIJAEM/IP/2023 de fecha 16 de enero del presente año” (Sic)
Razones o motivos de la inconformidad:
“Al formular mi solicitud señalé que fuera entregada vía SAIMEX, sin embargo, el sujeto obligado ha señalado que como expresé en la solicitud la palabra "copia", entonces tendría un costo de $823.36. Es evidente que, si entre la expresión verbal al utilizar copia, y la forma en que debe ser entregada SAIMEX, en caso de que el sujeto obligado tenga duda debería optar por hacer una interpretación más favorable y asequible al solicitante, que impactaría en el cumplimiento pronto de sus obligaciones o solicitar aclaración ¿si vía SAIMEX no me van a entregar una copia -escaneada-, entonces qué se me entregaría? Este sujeto obligado, de manera reiterada, entrega información sesgada, de mala fe o poco diligente. Si revisan mi solicitud, claramente podrán apreciar que en el punto "MODALIDAD DE ENTREGA", dice: "A TRAVÉS DE SAIMEX".” (Sic)
Adjuntando los documentos electrónicos “solicitud 0029900193920240116173544.pdf” y “ACUERDO DE RESPUESTA SOL 299.pdf” remitidos por El Sujeto Obligado mediante respuesta primigenia. 

CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del arábigo 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha siete de febrero de dos mil veinticuatro, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Así, en la etapa de instrucción, de las constancias que obran en los expedientes electrónicos de los recursos de revisión se advierte que El Sujeto Obligado rindió su informe justificado el catorce de marzo del presente, mismo que fue puesto a la vista parcialmente del Recurrente en fecha diecinueve de marzo de dos mil veinticuatro, al contener datos personales, lo que imposibilitó su difusión, en términos de lo dispuesto por el párrafo segundo del numeral 16 de la Constitución general. 

Por lo cual se decretó el cierre de instrucción con fecha uno de abril de dos mil veinticuatro, en términos del artículo 185 Fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto. 
Así, en fecha uno de abril de dos mil veintitrés, en el expediente electrónico del recurso de revisión se amplió el plazo para dictar resolución, en términos del artículo 181 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y Municipios. 

C O N S I D E R A N D O 
PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver los presentes recursos de revisión interpuestos por el ahora Recurrente, conforme a lo dispuesto en los artículos 6, apartado A, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto, fracciones IV y V, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; artículos 1, 2 fracción II, 13, 29, 36 fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 7, 9 fracciones I y XXIII, y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad, los cuales deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.
Siendo facultad de este Órgano entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, en los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso, generando eficacia jurídica en las resoluciones, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión, sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. Así las cosas, del análisis de los expedientes electrónicos no se advierte ninguna causa de improcedencia que se actualice ni mucho menos alguna hecha valer por alguna de las partes, procediendo al estudio del fondo del asunto, en los siguientes términos. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


CUARTO. Estudio y resolución del asunto 
El análisis del  presente recurso, se basará en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local. 
En este tenor, es necesario subrayar que el derecho de acceso a la información pública, implica que cualquier persona conozca la información contenida en los documentos que se encuentren en los archivos de los sujetos obligados, conforme a los artículos 4, 12, 24 último párrafo y 160 de la Ley local en la materia, que a la letra citan:
“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.
Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones. 
Artículo 24. 
(…)
Los sujetos obligados solo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones (…)
Artículo 160. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se  encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.
En caso que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en formatos abiertos.”[Sic]

Así que la obligación de los Sujetos Obligados de dar acceso a la información pública que generen, administren o posean, se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar que ésta se localice, de acuerdo a lo señalado por el artículo 166 de la Ley local en la materia, que se reproduce de la siguiente forma:
“Artículo 166. La obligación de acceso a la información pública se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar en el que ésta se localice.” [Sic]

En una aproximación inicial, con relación a la solicitud de información 00299/TRIJAEM/IP/2023, se desprenden las siguientes consideraciones:
· Que el derecho de acceso a la información pública estriba en la prerrogativa de carácter constitucional que reconoce la potestad de los ciudadanos para solicitar soportes documentales generados, poseídos o administrados por los Sujetos Obligados.
· Que de forma conjunta fueron formulados 2 -dos- requerimientos, respecto de los cuales no fue señalado un parámetro de inicio y conclusión para la búsqueda de la información, debiendo de ser fijados del cinco de diciembre de dos mil veintidós al cinco de diciembre de dos mil veintitrés. Robustece lo anterior, el criterio 3/19 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que dispone a la literalidad lo siguiente: 

“PERIODO DE BÚSQUEDA DE LA INFORMACIÓN.
En el supuesto de que el particular no haya señalado el periodo respecto del cual requiere la información, o bien, de la solicitud presentada no se adviertan elementos que permitan identificarlo, deberá considerarse, para efectos de la búsqueda de la información, que el requerimiento se refiere al año inmediato anterior, contado a partir de la fecha en que se presentó la solicitud.
Resoluciones
RRA 0022/17. Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial. 16 de febrero de 2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Francisco Javier Acuña Llamas.
http://consultas.ifai.org.mx/descargar.php?r=./pdf/resoluciones/2017/&a=RRA%2022.pdf 
RRA 2536/17. Secretaría de Gobernación. 07 de junio de 2017. Por unanimidad. Comisionada Ponente Areli Cano Guadiana. 
http://consultas.ifai.org.mx/descargar.php?r=./pdf/resoluciones/2017/&a=RRA%202536.pdf 
RRA 3482/17. Secretaría de Comunicaciones y Transportes. 02 de agosto de 2017. Por unanimidad. Comisionado Ponente Oscar Mauricio Guerra Ford.
http://consultas.ifai.org.mx/descargar.php?r=./pdf/resoluciones/2017/&a=RRA%203482.pdf” [Sic]

· Que con relación al segundo requerimiento cuando los particulares no identifican de forma precisa los documentos requeridos bastará con que se remita cualquiera que refleje la información requerida. Al respecto cobra relevancia el criterio emitido por el Órgano Garante Nacional con número 16/17 cuyo rubro y texto disponen a la literalidad lo siguiente:
“EXPRESIÓN DOCUMENTAL.
Cuando los particulares presenten solicitudes de acceso a la información sin identificar de forma precisa la documentación que pudiera contener la información de su interés, o bien, la solicitud constituya una consulta, pero la respuesta pudiera obrar en algún documento en poder de los sujetos obligados, éstos deben dar a dichas solicitudes una interpretación que les otorgue una expresión documental. 
Precedentes:
· Acceso a la información pública. RRA 0774/16. Sesión del 31 de agosto de 2016. Votación por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Secretaría de Salud. Comisionada Ponente María Patricia Kurczyn Villalobos.
· Acceso a la información pública. RRA 0143/17. Sesión del 22 de febrero de 2017. Votación por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro. Comisionado Ponente Oscar Mauricio Guerra Ford. 
· Acceso a la información pública. RRA 0540/17. Sesión del 08 de marzo del 2017. Votación por unanimidad. Sin votos disidentes o particulares. Secretaría de Economía. Comisionado Ponente Francisco Javier Acuña Llamas. “ (Sic)

Dichas precisiones, con fundamento en los artículos 13 y 181 cuarto párrafo de la Ley en materia, los cuales a la letra rezan: 
“Artículo 13. El Instituto, en el ámbito de sus atribuciones, deberá suplir cualquier deficiencia para garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información.
Artículo 181. … 
Durante el procedimiento deberá aplicarse la suplencia de la queja a favor del recurrente, sin cambiar los hechos expuestos, asegurándose de que las partes puedan presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y motiven sus pretensiones.” [Sic]

Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos del ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que versa en conocer la siguiente información: 
1. Reconocimiento de validez oficial (RVOE) emitido por autoridad educativa competente a favor del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, del periodo comprendido del cinco de diciembre de dos mil veintidós al cinco de diciembre de dos mil veintitrés. 
2. El o los documentos, oficios y acreditaciones vinculados con la emisión por autoridad educativa competente de reconocimientos de validez oficial (RVOE) a favor del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, del periodo comprendido del cinco de diciembre de dos mil veintidós al cinco de diciembre de dos mil veintitrés.  

Una vez precisado lo anterior y con el propósito de realizar un análisis exhaustivo de la información requerida, resulta oportuno desentrañar la naturaleza del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México.
Para tal efecto, se destaca que, desde una óptica constitucional de corte contemporáneo, el poder del Estado se encuentra distribuido entre distintos órganos que frenan mutuamente el ejercicio de sus competencias, superando la teoría clásica de división tripartita de poderes (Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial), replanteando la función operativa del Estado, y atendiendo las nuevas exigencias sociales, jurídicas y políticas.  
En este tenor, Susana Thalía Pedroza de la Llave (2002) en la obra “Estado de Derecho y Transición Jurídica” delimita los principales atributos de los órganos autónomos al señalar que:
· Son entes públicos previstos en la Constitución que gozan de autonomía de tipo política-jurídica. 
· Gozan de personalidad jurídica y potestad normativa o reglamentaria. 
· Se establece de forma precisa sus competencias propias y exclusivas.
· Elaboran sus políticas, planes y programas respecto de las funciones a su cargo. 
· Cuentan con capacidad para auto organizarse. 
· Gozan de autonomía financiera, o de gasto. 
· Sus titulares tienen un estatuto jurídico especial que los resguarda de la presión, influencia o poderes fácticos de la sociedad. 
· Los nombramientos de sus titulares son de mayor duración que los de las demás autoridades políticas.
· Tienen el derecho de iniciativa legislativa
· Otras.

Bajo este contexto, a efecto de identificar las unidades administrativas competentes se traen a colación los artículos 24, fracción XII, y 92, fracción II de la Ley de Transparencia local, porciones normativas cuyo contenido literal es el siguiente: 
“Artículo 24. Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos obligados deberán cumplir con las siguientes obligaciones, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza:
(…)
XII. Publicar y mantener actualizada la información relativa a las obligaciones generales de transparencia previstas en la presente Ley o determinadas así por el Instituto, y en general aquella que sea de interés público;
(…)
Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
(…)
II. Su estructura orgánica completa, en un formato que permita vincular cada parte de la estructura, las atribuciones y responsabilidades que le corresponden a cada servidor público, prestador de servicios profesionales o miembro de los sujetos obligados, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables;
 (…)” [Sic] 

Resulta oportuno traer a colación las siguientes imágenes ilustrativas, correspondientes al organigrama del Sujeto Obligado: 
[image: ][image: ]




De lo expuesto con anterioridad, se desprende que El Sujeto Obligado se auxilia de diversas Direcciones, Subdirecciones, Departamentos y Unidades Administrativas para cumplir con sus fines y objetivos, resultando de nuestro más amplio interés el Instituto de Justicia Administrativa.  
A mayor abundamiento, en alusión al requerimiento formulado por el particular, resulta oportuno traer a colación los artículos 68, 70 y 71 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México; así como el numeral 67 del Reglamento Interior del Sujeto Obligado, porciones normativas que disponen a la literalidad lo siguiente: 
LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MÉXICO
“Artículo 68. El Instituto de Justicia Administrativa, es un órgano que tiene por objeto la aplicación del Plan General de Profesionalización en el que se contemplen los programas específicos de ingreso al Tribunal, la inducción al puesto, la capacitación y la profesionalización del personal jurídico y administrativo y todo aquello que señale el Reglamento
Artículo 70. El Instituto de Justicia Administrativa estará a cargo de un Director, quien será designado por el Pleno de la Sala Superior a propuesta de la o el Presidente del Tribunal. 
Artículo 71. La o el Director del Instituto de Justicia Administrativa tendrá las atribuciones y deberes siguientes:
I. Acordar con la Presidencia, la Vicepresidencia y la Junta, los asuntos de su competencia;
 II. Diseñar y aplicar el Plan General de Profesionalización del Tribunal; 
III. Elaborar los programas de capacitación y actualización del personal jurídico del Tribunal, a través de contenidos temáticos, teóricos y prácticos, a desarrollarse en eventos académicos y clínicas de derecho procesal, administrativo, fiscal y anticorrupción;
 IV. Diseñar cursos de capacitación para personal de nuevo ingreso; 
V. Establecer las estrategias para impulsar la carrera jurisdiccional; 
VI. Coordinar las diferentes reuniones del personal jurídico que tengan por objeto estudiar estrategias para elevar la calidad de la prestación del servicio jurisdiccional; 
VII. Controlar la asistencia del personal jurídico convocado a participar en eventos de profesionalización, para el caso de estímulos y sanciones, cuyos lineamientos sean aprobados por la Junta; 
VIII. Instrumentar y aplicar los convenios interinstitucionales que a nombre del Tribunal se suscriban; 
IX. Organizar, coordinar y controlar la prestación del servicio social, prácticas escolares y prácticas profesionales; 
X. Coordinar los programas de investigación jurídica en los que participe el personal jurídico del Tribunal; 
XI. Coordinar los programas de capacitación que para el personal difunda la respectiva dependencia del Gobierno del Estado; 
XII. Asistir y participar en los eventos a los cuales sea comisionado por la Presidencia y Vicepresidencia del Tribunal y la Junta; y 
XIII.Las demás que le señalan el Reglamento y otras disposiciones legales aplicables.” (Sic)

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MÉXICO 
“Artículo 67. La Dirección del Instituto, además de las atribuciones establecidas en la Ley Orgánica, llevará a cabo lo siguiente: 
I. Acordar con las áreas jurídicas y administrativas del Tribunal los asuntos que le encomiende la Presidencia y la Vicepresidencia. 
II. Organizar reuniones de capacitación y actualización del personal jurídico y administrativo 
III. Implementar, desarrollar y ejecutar un programa de capacitación permanente para las y los servidores públicos del Tribunal, de la cual deberá llevar un registro.
 IV. Las demás que le sean asignadas por disposición legal, por el Pleno, la Junta, la Presidencia y la Vicepresidencia del Tribunal.” (Sic)


De ahí que deba arribarse a la premisa de que el instituto de justicia administrativa, es un órgano que tiene por objeto la aplicación del plan general de profesionalización en el que se contemplen los programas específicos de ingreso al tribunal, la inducción al puesto, la capacitación y la profesionalización del personal jurídico y administrativo, entre otras atribuciones.  
De manera complementaria, esta Ponencia Resolutora procedió a consultar información difundida en medios electrónicos, misma que puede ser consultada ingresando a las siguientes ligas electrónicas: 
https://cadenapolitica.com/2023/08/31/por-primera-vez-en-su-historia-el-trijaem-obtiene-reconocimiento-de-validez-oficial-de-estudios/ 

http://edomexinforma.com.mx/entrega-gem-17-reconocimientos-de-validez-oficial-de-tipo-superior-a-9-instituciones-educativas/ 

Sirven de sustento las siguientes imágenes ilustrativas:

[image: ][image: ]
Documentos electrónicos en los cuales en síntesis se da cuenta respecto de la recepción de reconocimiento de validez oficial (RVOE) en las especialidades de:
· Responsabilidades administrativas
· Derecho administrativo
· Justicia administrativa

Ahora bien, es importante mencionar que, la información precisada con anterioridad es referente a notas periodísticas, por lo que es de precisarse que, en el caso concreto, las notas periodísticas y los argumentos vertidos en párrafos que preceden, si bien es cierto, carecen de valor probatorio, también lo es que arrojan indicios sobre los hechos a los que se refieren.
Sirve de apoyo a lo anteriormente señalado, la Jurisprudencia emitida por la Sala Superior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tercera Época[footnoteRef:2], que se muestra a continuación: [2:  Jurisprudencia con número de registro 1000830, emitida por la Sala Superior, Apéndice de 2011, localizable en VIII. Electoral Primera Parte – Vigentes, Materia Electoral, tesis 191, página 244, y consultable en la página electrónica https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?ID=1000830&Clase=DetalleTesisBL&Semanario=0 .
] 

“NOTAS PERIODÍSTICAS. ELEMENTOS PARA DETERMINAR SU FUERZA INDICIARIA. 
Los medios probatorios que se hacen consistir en notas periodísticas, sólo pueden arrojar indicios sobre los hechos a que se refieren, pero para calificar si se trata de indicios simples o de indicios de mayor grado convictivo, el juzgador debe ponderar las circunstancias existentes en cada caso concreto. Así, si se aportaron varias notas, provenientes de distintos órganos de información, atribuidas a diferentes autores y coincidentes en lo sustancial, y si además no obra constancia de que el afectado con su contenido haya ofrecido algún mentís sobre lo que en las noticias se le atribuye, y en el juicio donde se presenten se concreta a manifestar que esos medios informativos carecen de valor probatorio, pero omite pronunciarse sobre la certeza o falsedad de los hechos consignados en ellos, al sopesar todas esas circunstancias con la aplicación de las reglas de la lógica, la sana crítica y las máximas de experiencia, en términos del artículo 16, apartado 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, o de la ley que sea aplicable, esto permite otorgar mayor calidad indiciaria a los citados medios de prueba, y por tanto, a que los elementos faltantes para alcanzar la fuerza probatoria plena sean menores que en los casos en que no medien tales circunstancias.” (Sic)

En este sentido, con base en los artículos 18 y 19 de la Ley de Transparencia local existe obligación de documentar actos de autoridad, así como una presunción de existencia de la información cuando se refiera a las atribuciones de los sujetos obligados, porciones normativas que disponen a la literalidad lo siguiente: 
“Artículo 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen. 
Artículo 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. 
En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven tal circunstancia. 
Si el sujeto obligado, en el ejercicio de sus atribuciones, debía generar, poseer o administrar la información, pero ésta no se encuentra, el Comité de transparencia deberá emitir un acuerdo de inexistencia, debidamente fundado y motivado, en el que detalle las razones del por qué no obra en sus archivos.” (Sic)

Una vez sentado lo anterior, como se mencionó en el antecedente segundo, El Sujeto Obligado en fecha dieciséis de enero de dos mil veinticuatro, rindió su respuesta a la solicitud de información formulada por el particular, adjuntando para tal efecto lo siguiente:
a) “solicitud 0029900193920240116173544.pdf”: Compila lo siguiente:
· Oficio número TRIJAEM-IJA-1027/2023 signado por la directora del instituto de justicia administrativa y dirigido a la jefa de la unidad de información, planeación, programación y evaluación, de fecha veinte de diciembre de dos mil veintitrés, resulta de nuestro interés el siguiente extracto:
“En atención a lo solicitado por el particular, específicamente en “…deseo me proporcione copia de estos (REVOE) así como de los documentos, oficios y acreditación …” se informa que con fundamento en los artículos …; mismo que al haber solicitado en modalidad de copia (…)
Por lo que es evidente que la entrega de la información al particular que solicitó dicha documentación, mediante la modalidad seleccionada, procederá una vez que se acredite el pago de derechos correspondiente” (Sic)
· [image: ]Fichas técnicas de reconocimiento de validez oficial de estudios correspondientes a especialidad en justicia administrativa, especialidad en derecho administrativo y especialidad en responsabilidades administrativas, reflejan nombre de institución, nivel, modalidad, turno, domicilio en donde será impartido, directora escolar, entre otros. Sirve de sustento la siguiente imagen: 
b) “ACUERDO DE RESPUESTA SOL 299.pdf”: Acuerdo número 00299/TRIJAEM/IP/2023 signado por la jefa de la unidad de información, planeación, programación y evaluación, de fecha dieciséis de enero de dos mil veinticuatro, en términos generales se plasman capturas de pantallas correspondientes al oficio de respuesta de la servidora pública habilitada estimada competente. 

En función de lo planteado, mediante respuesta primigenia El Sujeto Obligado remitió ficha de los reconocimientos de validez oficial de estudios obtenidos. Asimismo, informó que se requería un pago por la expedición de copias simples, actuación que a toda luz constituye una restricción al derecho humano de acceso a la información ejercido por el particular, toda vez que este órgano garante considera que la entrega de la información vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) puede homologarse a la modalidad señalada en el cuerpo de la solicitud de información, toda vez que la impresión del archivo digital que El Sujeto Obligado remita en cumplimiento de la resolución comparte la misma naturaleza de una copia simple. 
Adicionalmente, la entrega de información vía SAIMEX otorga el beneficio de disponer inmediata y gratuitamente de la información solicitada; consecuentemente, se determina que en aras de privilegiar el derecho del particular y toda vez que el ejercicio de la acción fue a través del Sistema y atendiendo a los principios de máxima publicidad y pro persona, es que se considera viable que la información se entregue por dicho sistema. 
Inconforme con la respuesta del Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso recurso de revisión en fecha seis de febrero, admitiéndose el siete de febrero de dos mil veinticuatro. Señalando como acto impugnado y como razones o motivos de inconformidad: 
Acto Impugnado:
“La respuesta a la solicitud de información 00299/TRIJAEM/IP/2023 de fecha 16 de enero del presente año” (Sic)
Razones o motivos de la inconformidad:
“Al formular mi solicitud señalé que fuera entregada vía SAIMEX, sin embargo, el sujeto obligado ha señalado que como expresé en la solicitud la palabra "copia", entonces tendría un costo de $823.36. Es evidente que, si entre la expresión verbal al utilizar copia, y la forma en que debe ser entregada SAIMEX, en caso de que el sujeto obligado tenga duda debería optar por hacer una interpretación más favorable y asequible al solicitante, que impactaría en el cumplimiento pronto de sus obligaciones o solicitar aclaración ¿si vía SAIMEX no me van a entregar una copia -escaneada-, entonces qué se me entregaría? Este sujeto obligado, de manera reiterada, entrega información sesgada, de mala fe o poco diligente. Si revisan mi solicitud, claramente podrán apreciar que en el punto "MODALIDAD DE ENTREGA", dice: "A TRAVÉS DE SAIMEX".” (Sic)
Adjuntando los documentos electrónicos “solicitud 0029900193920240116173544.pdf” y “ACUERDO DE RESPUESTA SOL 299.pdf” remitidos por El Sujeto Obligado mediante respuesta primigenia. 
Así las cosas, hasta aquí lo expuesto, resulta inconcuso que El Sujeto Obligado no satisfizo el derecho de acceso a la información pública ejercido por El Recurrente, al tenerse por actualizadas las hipotesis normativas previstas en el artículo 179, fracciones I y X de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Públca del Estado de México y Municipios, cuyo contenido literal es el siguiente:
“Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:
I. La negativa a la información solicitada;
(…)
X. Los costos o tiempos de entrega de la información;” [Sic]

Por otra parte, como fue referido en el antecedente quinto, El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en los siguientes términos:
a) “INFORME JUSTIFICADO 299.pdf”: Informe justificado signado por la jefa de la unidad de información, planeación, programación y evaluación y dirigido al comisionado presidente, de fecha catorce de marzo de dos mil veinticuatro, en lo medular expone diversos antecedentes, refiere adjuntar acta del comité de transparencia, así como versión pública de documentos presentados por la obtención de los multicitados RVOE. 

b) “respuesta0036.pdf”: Compila lo siguiente:

· Oficio número TRIJAEM-IJA-151/2024 signado por la directora del instituto de justicia administrativa y dirigido a la jefa de la unidad de información, planeación, programación y evaluación, de fecha trece de febrero de dos mil veinticuatro, en lo medular refiere adjuntar expedientes formados con motivo del tramite del RVOE, asimismo, expone prueba de daño relativa a constancia de seguridad estructural, planos arquitectónicos y condiciones del inmueble. 

c) “ExpedienteCEPTRI_FINAL 200224_.pdf”: Compila 421 -cuatrocientas veintiún- fojas relativas a los expedientes formados con motivo del trámite de los reconocimientos de validez oficial del instituto de justicia administrativa, engloba cédulas profesionales, Curriculum vitae, formato universal de pago, plan de mejora continua, acuerdo por el cual se elige al magistrado presidente, ley orgánica del tribunal de justicia administrativa del Estado de México, reglamento interior del tribunal de justicia administrativa, títulos profesionales, observaciones referentes a la plataforma educativa, inventario de mobiliario, facturas, capturas de pantalla correspondientes a sistema de mapas, certificados de estudios, reglamento académico, entre otros. 

d) “ACTA DE LA 5TA EXTRAORDINARIA DEL C.T.pdf”: Acta de la quinta sesión extraordinaria del comité de transparencia del tribunal de justicia administrativa del Estado de México, de fecha veinte de febrero de dos mil veinticuatro, resulta de nuestro interés el siguiente extracto:

“Se sometió a consideración del comité de transparencia del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, el acuerdo número TJAEM/CT/I/EXT-05/2024 de aprobación de la clasificación como reservada relativa a la solicitud de acceso a la información identificada con número de folio 00036/TRIJAEM/IP/2024” (Sic)

Visto de esta forma, si bien es cierto que el informe justificado se encuentra encauzado a colmar la pretensión del particular, lo cierto también es que el documento electrónico “ExpedienteCEPTRI_FINAL 200224_.pdf” no fue puesto a la vista al reflejar diversos datos personales, tales como:
· Calificaciones, crédito y promedio: Grado de una escala establecida, expresado mediante una denominación o una puntuación que se asigna a una persona para valorar el nivel de suficiencia o insuficiencia de los conocimientos o formación mostrados en un examen, un ejercicio o una prueba.

· Pasaporte y visa: Es un documento que acredita la identidad y la nacionalidad de una persona y que es necesario para viajar, el cual contiene información susceptible de ser clasificada como confidencial tales como el número, la fecha de expedición y vigencia.

En sentido contrario, con relación al documento electrónico “ExpedienteCEPTRI_FINAL 200224_.pdf” resulta óbice mencionar que fue sobre regulado el derecho de protección de datos personales, al testar indebidamente lo siguiente:  
· Nombre de servidores públicos: Designa e individualiza a una persona, puesto que se compone con el sustantivo propio y el primer apellido del padre, y el primer apellido de la madre, en el orden que de común acuerdo determinen, ello atendiendo a lo previsto en los artículos 2.13 y 2.14 del Código Civil del Estado de México. Circunstancia anterior que de ser visible y otorgarse por este Sujeto Obligado, de manera general y pública se vulneraría el derecho a la protección de datos personales de la persona misma, esto debido a la divulgación innecesaria del nombre del particular, sin que exista consentimiento para ello, lo que haría ampliamente identificable al individuo respecto del documento que se trata o la actividad que se refiere, estando ante la posibilidad de manera directa de conocer el nombre específico del sujeto en el caso en concreto. Cabe mencionar que en el caso de servidores públicos, autoridades en el ejercicio de funciones y/o proveedores, dicho concepto quedará visible.
· Fotografía: tratándose de servidores públicos se cuenta con un espectro menor de protección a sus datos personales en comparación con cualquier otra persona física, en razón del interés público que revisten sus funciones, por lo que, sus actividades se encuentran sujetas a un escrutinio público mayor, coexistiendo un interés público de conocer su fotografía y así asociarla, en su caso, con su nombre, cargo, y función, lo que genera un beneficio mayor la divulgación de dicho dato personal que su clasificación.
Conforme a lo anterior, resulta necesario señalar que el Pleno del Órgano Garante local sustentó el criterio 03/2019 cuyo rubro dispone a la literalidad lo siguiente: “SERVIDORES PÚBLICOS CON CATEGORÍA DE MANDO MEDIO Y SUPERIOR. LA FOTOGRAFÍA DE AQUELLOS ES DE CARÁCTER PÚBLICO.”, mismo que fue interrumpido en términos del artículo 9, fracción XXVII del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.
Debido a lo anterior, las fotografías de servidores públicos sin importar el nivel o rango guardan la naturaleza de públicas (con excepción del personal operativo en materia de seguridad) y no procede su clasificación, en términos del artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por lo que en las versiones públicas que se ordenen, no podrá clasificarse esa información. Cabe hacer la aclaración que aquellos documentos que sean clasificados en su totalidad por no revestir de interés público, como lo es la credencial de elector, la fotografía correrá la misma suerte que el documento en cuestión, únicamente para dicha expresión documental. Por otra parte, tratándose de particulares la fotografía encuadra como un dato confidencial en términos del artículo 143 de la ley de transparencia. 
· Número de cédula profesional: Susceptible de consulta en el Registro Nacional de Profesiones que se localiza en la página electrónica de la Secretaría de Educación Pública y/o equivalente de las entidades federativas, es decir, es un dato que obra en registros públicos, no susceptible de actualizar causal alguna de clasificación.  

· Nombre del titular de cédula profesional Es un atributo de la personalidad, esto es la manifestación del derecho a la identidad y razón que de por sí misma permite identificar a una persona física. Debe evitarse su revelación tratándose de particulares, en sentido contrario, tratándose de servidores públicos, el nombre no goza de protección, al ser un dato público. 

· Firma: Atributo de la personalidad de los individuos, en virtud de que a través de esta se puede identificar a una persona; derivado de que la misma es el conjunto de signos manuscritos propios de cada persona, que de su puño y letra estampa en un documento, con la finalidad de otorgar su aprobación, o bien, para obligarse en el contenido del mismo, dándole así un carácter específico y personalísimo para su emisión, en virtud de lo que se puso frente al individuo y únicamente sirve para acreditar la aprobación del documento o acto que la contenga.
(Cabe mencionar que este concepto se refiere a nombre y firmas de ciudadanos y no a servidores públicos, cuyo dato es de carácter público). 

· Estudios, nombre de escuela, nombre del programa, grado académico, institución educativa, carrera cursada: Únicamente dan cuenta respecto del perfil académico del servidor público, información que se encuentra encauzada a demostrar la idoneidad para ocupar el cargo. 

Ahora bien, con relación al acuerdo de reserva con motivo de la constancia de seguridad estructural, planos arquitectónicos y condiciones del inmueble se destaca que para realizar la realizar la reserva de la información, no basta con invocar alguna de las causales previstas en la Ley de transparencia local. En sentido contrario, dicha valoración debe realizarse a través de lo que se conoce como “prueba de daño”, que consiste en exponer los argumentos y razones, basados en elementos objetivos o verificables, a partir de los cuales se derive que la divulgación de información, en particular, puede afectar, poner en riesgo o dañar el interés protegido[footnoteRef:3]. Asimismo, ésta no debe basarse en meras especulaciones o suposiciones, sino en elementos objetivos que deban evaluar que existe un riego actual e inminente[footnoteRef:4]. [3:  Artículos 129 y 134, último párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en relación con los diversos 104 y 108, último párrafo, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.]  [4:  Sergio López Ayllón y Alejandro Posadas. “Las pruebas de Daño e Interés Público en materia de acceso a la información. Una perspectiva comparada” en Derecho comparada de la Información, enero-junio de 2007.] 

Adicionalmente los artículos 129 y 134 último párrafo de la Ley Estatal y 104 y 108 último párrafo de la Ley General, respectivamente, determinan que se debe realizar un análisis caso por caso, aplicando la prueba de daño. Esto implica que la motivación, que acredite la correspondencia entre el supuesto de hecho y la hipótesis normativa señalando las razones, motivos o circunstancias es una parte del acuerdo y otra parte, distinta, es la que corresponde a la prueba de daño, la que debe aplicarse caso por caso, esto es, no se puede hacer una prueba de daño de un expediente completo, sino de cada uno de los documentos que lo integran.
Para aplicar la prueba de daño, se deberán de precisar las razones objetivas por las que la apertura genera una afectación, acreditando que:
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y 
III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

Por lo que entonces, el primer supuesto de la prueba de daño consiste en acreditar que la entrega de la información provoca tres aspectos concurrentes: 1) la contingencia o proximidad de un daño, un perjuicio o lesión que tiene existencia objetiva, que se puede manifestar, declarar o probar mediante cualquier género de demostración a partir de proporcionar datos necesarios para reconocer el daño, perjuicio o lesión que provocaría a un interés público o a la seguridad pública.
Identificado ese riesgo, se debe demostrar que el mismo supera el interés público general porque se difunda dicha información. 
Y, por último,  que la limitación es acorde con el principio de proporcionalidad, para ello, se sugiere emplear los tres juicios propuestos por la Corte Constitucional Colombiana[footnoteRef:5], siguiendo el principio de ponderación propuesto por el Tribunal Constitucional Alemán,[footnoteRef:6] el juicio de idoneidad, que la medida adoptada sea la idónea para el ejercicio del derecho; de necesidad, que sea necearía para que el derecho que prevalece se ejerza y el de estricta proporcionalidad esto es, que el derecho que prevalezca sea en la dimensión estrictamente proporcional al derecho que retrocede. [5:  “En las sentencias C-093 de 2001 y C-671 de 2001, se explicó el alcance de este tipo de escrutinio, denominado test integrado de igualdad: "[a] fin de determinar si el trato discriminatorio vulnera el derecho fundamental a la igualdad, la Corte ha elaborado un modelo de análisis que integra el juicio de proporcionalidad y el test de igualdad. Lo que en este modelo se hace, básicamente, es retomar y armonizar los elementos del test o juicio de proporcionalidad europeo con los aportes de la tendencia estadounidense. Así, se emplean las etapas metodológicas del test europeo, que comprende las siguientes fases de análisis: (i) se examina si la medida es o no adecuada, es decir, si constituye o no un medio idóneo para alcanzar un fin constitucionalmente válido; (ii) se analiza si el trato diferente es o no necesario o indispensable; y (iii) se realiza un análisis de proporcionalidad en estricto sentido, para determinar si el trato desigual no sacrifica valores y principios constitucionales que tengan mayor relevancia que los alcanzados con la medida diferencia. De otra parte, se toman los distintos niveles de intensidad en la aplicación de los escrutinios o tests de igualdad. Dichos niveles pueden variar entre (i) estricto, en el cual el trato diferente debe constituir una medida necesaria para alcanzar un objetivo constitucionalmente imperioso; (ii) intermedio, es aquel en el cual el fin debe ser importante constitucionalmente y el medio debe ser altamente conducente para lograr el fin propuesto; y (iii) flexible o de mera razonabilidad, es decir que es suficiente con que la medida sea potencialmente adecuada para alcanzar un propósito que no esté prohibido por el ordenamiento. Lo anterior debe tener aplicación, según el carácter de la disposición legislativa o la medida administrativa atacada". El test integrado fue aplicado en un caso de discriminación por VIH en la sentencia T-376 de 2013.” Citado en Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gonzales Lluy y otros contra Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 01 de septiembre de 2015. Párr. 256.  ]  [6:  Tribunal Constitucional Alemán. Resolución sobre los soldados son asesinos, de 10 de octubre de 1995 (BVerfGE 93, 266). En ALÁEZ CORRAL, Benito y ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Leonardo. Las decisiones básicas del Tribunal Constitucional Federal Alemán en las encrucijadas del cambio de milenio. Ed. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales y boletín oficial del Estado, Madrid, 2008. Pp. 1045-1096.] 

Es así, que al configurarse tales requisitos, se otorga certidumbre jurídica y se protege la esfera más íntima del derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido. 
En virtud de lo anterior, se desprende que los Acuerdos de Reserva deberán de cumplir los siguientes parámetros de forma y fondo:

	
	Cumplió:
	Contenido

	Número de folio de la solicitud
	No
	[image: ]

	Referencia de la información solicitada
	No
	[image: ]

	Causal aplicable del artículo 113 de la Ley General, vinculándola con el Lineamiento específico del presente ordenamiento y, cuando corresponda, el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada
	Parcialmente


	[image: ]

	Fundamento y Motivación Legal
	

Parcialmente



	
[image: ]

	
Conexión entre los fundamentos y motivos que dieron origen a la Reserva de la información



	Parcialmente
	[image: ]


	Prueba de Daño

	Riesgo Real, Demostrable e Identificable
(Modo, Tiempo y Lugar)
	Parcialmente
	[image: ]

[image: ]



	Temporalidad de la Reserva de la información
	Sí
	[image: ]


	Autoridades competentes.
	Sí
	[image: ]



Debido a lo anterior, se destaca que la pauta metodológica necesaria para clasificar la información como reservada se desprende inicialmente de identificar la solicitud de información, invocar el fundamento aplicable e incluso generar una corriente argumentativa exhaustiva y congruente, luego entonces no se advierte que se haya cumplido la pauta metodológica 
Bajo este contexto, para delimitar las fronteras conceptuales entre falta e indebida fundamentación y motivación, cobra particular relevancia la corriente que emana del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, a través de la jurisprudencia con número de registro digital 170307 de la Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, de febrero de 2008, tesis I.3o.C. J/47 en materia común, en la que establece lo siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.
La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 551/2005. Jorge Luis Almaral Mendívil. 20 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.
Amparo directo 66/2007. Juan Ramón Jaime Alcántara. 15 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.
Amparo directo 364/2007. Guadalupe Rodríguez Daniel. 6 de julio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Greta Lozada Amezcua.
Amparo directo 513/2007. Autofinanciamiento México, S.A. de C.V. 4 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.
Amparo directo 562/2007. Arenas y Gravas Xaltepec, S.A. 11 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.” (Sic)

En efecto, con relación acuerdo remitido se arriba a la conclusión de que no cumple con la pauta metodologica prevista en la normatividad aplicable, lo anterior, al tomar en consideración que refleja falta e indebida fundamentación y motivación. 
En función de lo planteado, se arriba a la conclusión de que mediante respuesta El Sujeto Obligado se limitó a remitir ficha técnica de los reconocimientos de validez oficial de estudios, soporte documental que pudiera reflejar información que resulta de interés al particular, sin embargo, no corresponde al soporte documental requerido. 
Adicionalmente, limitó el derecho de acceso a la información al haber requerido pago para la expedición de copias simples. En contraste, mediante informe justificado se remitió expediente formado con motivo de la solicitud de reconocimiento de validez oficial de estudios ante autoridad competente, soporte documental que no fue puesto a la vista conforme a las consideraciones expuestas con antelación, luego entonces, la violación al derecho de acceso a la información pública no fue subsanada en etapa de manifestaciones. 
Con base en lo anteriormente expuesto, resulta procedente ordenar la entrega en correcta versión pública de la siguiente información:
Reconocimiento de validez oficial (RVOE) emitido por autoridad educativa competente a favor del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, del periodo comprendido del cinco de diciembre de dos mil veintidós al cinco de diciembre de dos mil veintitrés. 
El o los documentos, oficios y acreditaciones vinculados con la emisión por autoridad educativa competente de reconocimientos de validez oficial (RVOE) a favor del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, del periodo comprendido del cinco de diciembre de dos mil veintidós al cinco de diciembre de dos mil veintitrés.  

· De la Versión Pública 

En la elaboración de la versión pública se deberá considera lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91 y 132 fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:
“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
(…)
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
(…)
Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
(…)”  (Sic)

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.
Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.
Asimismo, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:
“Quincuagésimo sexto. Cuando la elaboración de la versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, genere costos por reproducción por derivar de una solicitud de información o determinación de una autoridad competente, ésta será elaborada hasta que se haya acreditado el pago correspondiente.
Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los integrantes de los sujetos obligados en los documentos, y sus firmas autógrafas o digitales, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 
Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 
Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas sean irreversibles, de tal forma que no permitan la recuperación o visualización de la misma.” (Sic)

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva.
Por lo que respecta al Acuerdo del Comité de Transparencia que sustente la versión pública de la documentación a entregar, deberá ser notificado mediante el SAIMEX.
En ese tenor y de acuerdo con la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor del Recurrente.
Lo anterior, sólo en caso de advertir información susceptible de clasificar, por ende, resulta necesario que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado emita el Acuerdo de Clasificación correspondiente que sustente la versión pública, el cual deberá cumplir cabalmente las formalidades previstas en el artículo 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como los numerales aplicables de los LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha quince de abril de dos mil dieciséis, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales. 
En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por El Recurrente, por ello con fundamento en el artículo 186 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de información 00299/TRIJAEM/IP/2023, que ha sido materia del presente fallo. 
Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,

SE    RESUELVE
PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por EL SUJETO OBLIGADO, a la solicitud de información número 00299/TRIJAEM/IP/2023, por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad que arguye EL RECURRENTE, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO haga entrega al  RECURRENTE en términos del Considerando CUARTO de esta resolución, en versión pública de ser procedente, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), de lo siguiente: 
1. Reconocimiento de validez oficial (RVOE) emitido por autoridad educativa competente a favor del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, del periodo comprendido del cinco de diciembre de dos mil veintidós al cinco de diciembre de dos mil veintitrés. 
2. El o los documentos, oficios y acreditaciones vinculados con la emisión por autoridad educativa competente de reconocimientos de validez oficial (RVOE) a favor del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, del periodo comprendido del cinco de diciembre de dos mil veintidós al cinco de diciembre de dos mil veintitrés.  
Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del recurrente.

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.


QUINTO. NOTIFÍQUESE la presente resolución al RECURRENTE vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) y hágase de su conocimiento que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

ASÍ LO ACORDÓ, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (EMITIENDO VOTO PARTICULAR); EN LA DÉCIMA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRES DE ABRIL DE DOS MIL VEINTICUATRO, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. 
CCR/JCMA
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ENTREGA GEM 17 RECONOCIMIENTOS DE VALIDEZ OFICIAL DE TIPO
SUPERIOR A 9 INSTITUCIONES EDUCATIVAS

+ Es RVOE un Acuerdo otorgado por las autoridades educativas para garantizar la oficialidad y legalidad
de los estudios en el territorio estatal.

* Incorporan, por primera vez, dos planteles de Educacién Normal.

+ Han otorgado, en la actual administracién, 126 RVOES de Tipo Superior.

Toluca, Estado de México, 31 de agosto de 2023. Para fortalecer la Educacion Superior, el Gobierno del
Estado de México, a través de la Secretaria de Educacion, entregé 17 Acuerdos de Reconocimiento de
Validez Oficial de Estudios (RVOE) de Tipo Superior a nueve instituciones educativas.

EI RVOE es un Acuerdo otorgado por las autoridades educativas para garantizar la oficialidad y legalidad
de los estudios en el territorio estatal, por lo que el Secretario de Educacion, Gerardo Monroy Serrano,
agradecié a nombre del Gobernador Alfredo Del Mazo Maza, el interés de los planteles participantes
por asumir su responsabilidad pedagdgica y el deseo de sumarse al sistema educativo de la entidad.

El objetivo de estas entregas es garantizar que las instituciones educativas publicas y privadas cumplan
con los requisitos necesarios; por ello se otorgan de manera individual a programas o planes de
estudios universitarios y a Normales que ofrezcan garantia de oficialidad y validez, por lo que deben
contar con un RVOE por cada una de las carreras o especialidades que tengan disponibles.
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Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México

Acuerdo 21003A000000000/96/2023
Fecha de Incorporacion: 10 de julio de 2023

Nomibre de la institucion: Centro de Formacion y Profesionalizacion TRIJAEM (CEPTRI)
Tipo: Superior  Nivel: Especialidad  Modalidad: No Escolarizada  Vertiente: Universitaria
Tumo: Discontinuo Carrera: Especialidad en Justicia Administrativa
Ciclo Escolar a partir del cual se incorporan los estudios: 2023-2024
Directora Escolar: Maestra en Gestion Publica Aplicada Dinora Elizabeth Estrada Sobrado
Grados con los que iniciara el servicio educativo: Primero con un grupo

Inscripciones a primer grado: Anuales
Organizacién Curricular: Cuatrimestral a 1 afio

A impartirse en el domicilio ubicado en: Av. José Maria Morelos nimero 732
Colonia: La Merced (Alameda) ~ Cédigo Postal: 50000  Municipio: Toluca, Estado de México.
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ANTECEDENTE: TJA/UIPPE/051/2024

ASUNTO: |Respuestay prueba de dafio a la solicitud
de informacién 00036/ TRIJAEM/IP/2024
PRIORIDAD: L
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a la letra refiere:

“Recientemente se hizo de conocimiento que el Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Mé;

0 obtuvo REVOES. De ello le solicito se me proporcionen los
mismos, asi como de la documentacién que fue proporcionada a las autoridades

educativas para el cumplimiento de los requisitos para su expedicién.” (Sic)

En atencién a lo solicitado por el particular, respecto a “Recientemente se hizo de
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Es importante precisar que la naturaleza y objeto de la Constancia de Seguridad Estructural,
Planos arquitecténicos y Condiciones del Inmueble, como ya se menciond, encuadra con los
supuestos establecidos en los articulos 113 fraccion V de la Ley General de Transparencia
y Acceso a la Informacién Publica y 140, fracciones IV de la Ley de Transparencia y Acceso
a la Informacion Publica del Estado de México y Municipios, que son del tenor literal
siguiente:

“Articulo 113. Como informacion reservada podra clasificarse aquella cuya publicacion:
V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona fisica; .

Articulo 140. El acceso a la informacién publica seré restringido excepcionalmente, cuando por

razones de interés pblico, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios siguientes:

IV. Ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de una persona fisica;
. (sic)
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juridicamente protegido a la vida privada y los datos personales, ademds de que el dafio
que pudiera producirse con la publicacién de la informacion es mayor que el interés de
conocerla.

Asi y a efecto de cumplir con lo dispuesto por los articulos 104 de la Ley General de
Transparencia y Acceso a la Informacién Publica; Vigésimo tercero y Trigésimo tercero de
los Lineamientos Generales en Materia de Clasificacién y Desclasificacion, asi como, para
la elaboracion de versiones publicas en los articulos 129, 140 fracciones IV, 141 y demds
relativos y aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacién Publica del
Estado de México y Municipios; que son del tenor siguiente:
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El proporcionar la informacién contenida en la Constancia de Seguridad Estructural, Planos
arquitecténicos y Condiciones del Inmueble, en consecuencia generaria un riesgo real,
demostrable e identificable, ya que cualquier persona que tenga acceso a la misma podria
hacer mal uso y divulgacién indebida de la misma, poniendo en riesgo la seguridad de las
personas servidoras publicas que laboran en el mismo, asi como de todas y todos los
prestadores de servicio social, practicantes profesionales y publico en general que acceda
a este Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México; a partir de lo anterior se

tiene:
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[Riesgo real: ] a informacién contenida en la Constancia de Seguridad Estructural, Planos
arquitecténicos y Condiciones del Inmueble, puede revelar posibles vulnerabilidades en la
seguridad o accesibilidad a la estructura del edificio. Al hacerse puablica esta informacién,
personas ajenas a este Tribunal podrian utilizarla para acceder al edificio, comprometiendo
asf la integridad y seguridad de sus ocupantes.

Riesgo demostrable:| Entregar la informacién contenida en la Constancia de Seguridad

Estructural, Planos arquitecténicos y Condiciones del Inmueble al particular incrementa
significativamente la probabilidad de incidentes de seguridad. Estos incidentes podrian
poner en riesgo la integridad y seguridad tanto de las personas servidoras puablicas como
del pablico en general que utiliza el edificio. Ademas, esto implica que, a partir del momento
en que se entrega la informacién, el particular solicitante podria divulgarla, aumentando ain
més el riesgo.

Riesgo identificable:| Como se ha mencionado anteriormente, el propésito de esta reserva

es proteger la seguridad e integridad de las de las personas servidoras publicas que laboran
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en el mismo, asi como de todas y todos los prestadores de servicio social, practicantes
profesionales y pablico en general que utiliza la edificacion situada en Av. Morelos Pte. No.
732, Col. La Merced, Toluca, Estado de México, C.P. 50000.

La divulgacién sin restricciones de la informacion contenida en la Constancia de Seguridad
Estructural, Planos arquitecténicos y Condiciones del Inmueble podria comprometer
significativamente la seguridad e integridad de estas personas. Por lo tanto, es esencial

restringir el acceso a dicha informacién para mitigar cualquier riesgo potencial.
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Atento a lo anterior, el Instituto de Justicia Administrativa de este Tribunal, considera y
solicita que se someta a consideracién del Comité de Trasparencia de este mismo érgano
jurisdiccional la aprobacién de la clasificacién de la informacién como reservada respecto
de la documental correspondiente a la tramitacién para la obtencidn del Reconocimiento de
Validez Oficial de Estudios RVOE, en especifico a la Constancia de Seguridad Estructural,
Planos arquitecténicos y Condiciones del Inmueble; del edificio que ocupa este Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado de México, ubicado en Av. Morelos Pte. No. 732,, Col. La

Merced, Toluca, Estado de Mexico, C.P. 50000, por un periodo de 3 ANOS.
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Esta hoja corresponde a la Quinta Sesién Extraordinaria del Comité de Transparencia del Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado de México.
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